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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE
Pereira, veinticinco de junio de dos mil nueve
Acta número 0043 del 25 de junio de 2009
En la fecha, siendo las cinco y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver la apelación propuesta por la apoderada de la parte demandada contra la sentencia dictada el 6 de febrero de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del pro ceso laboral de doble instancia adelantado por Oscar de Jesús Rodríguez Zapata contra el Departamento de Risaralda. 

El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES
Manifiesta el actor que laboró al servicio del Departamento de Risaralda en cumplimiento de un contrato de trabajo, en condición de trabajador oficial desde el 5 de agosto de 1983; sostiene que es beneficiario de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre el ente demandado y su sindicato de trabajadores, en la cual se pactó una pensión de jubilación que se adquiría al cumplir el trabajador 20 años de servicio y 50 años de edad, exigencias que satisface, toda vez que ha laborado al servicio del Departamento de Risaralda por más de 20 años y arribó a la edad requerida el 1° de noviembre de 2006; el 1° de diciembre de 2006 presentó reclamación administrativa, solicitud que le fue negada, corriendo igual suerte el recurso de apelación que contra tal decisión interpuso, quedando así agotada la vía gubernativa.

Con base en el sustento fáctico relatado pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre la partes, al tenor de los hechos de la demanda; que se declare que la demandada le debe el reconocimiento de la pensión de jubilación convencional; por último, depreca condena en costas a cargo de la parte accionada.

La demanda fue admitida por auto del 19 de diciembre de 2007, fl. 26, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderada, fl. 32, aceptando la vinculación del actor como trabajador oficial a partir del 5 de agosto de 1983, su calidad de beneficiario de la Convención Colectiva de Trabajo, su edad y el agotamiento de la vía gubernativa, negando los demás hechos o afirmando que no lo son; se opuso a la prosperidad de las pretensiones y excepcionó Falta de vigencia de la pensión de jubilación convencional por disposición constitucional, Inexistencia de causa para demandar, Cobro de lo no debido y Buena fe.
Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en las partes, fl. 66. Agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba, ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 6 de febrero último, fl. 198. En la sentencia, la a quo condenó al Departamento de Risaralda al pago de la pensión de jubilación pensional al actor, al encontrar que, para cuando entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005, la convención colectiva que se invocó se encontraba rigiendo las relaciones laborales de la entidad territorial y sus servidores, toda vez que su vigencia se extendía hasta el 31 de diciembre de 2006,  amén que el artículo que contenía la prestación reclamada sufrió renovación automática.
Con la decisión anterior no se conformó la abogada de la parte demandada quien impugnó solicitando revocatoria del fallo, fl. 215; afirma que la convención colectiva de trabajo de donde pretende derivar el derecho pensional el demandante expiró el 31 de diciembre de 2005 y el mismo no fue incluido por el sindicato al presentar nuevo pliego de peticiones el 14 de noviembre de 2005; manifiesta que el haber perdido vigencia la norma convencional el 31 de diciembre de 2005, es aplicable perfectamente lo estipulado en el Acto Legislativo 01 de 2005, para lo cual encuentra apoyo en decisión de la Corte Suprema de Justicia del 31 de enero de 2007. 

Concedido el recurso se enviaron los autos a este Sede donde para desatarlo deben atenderse las siguientes,
CONSIDERACIONES 

Se centrará el análisis a efectuar en esta instancia, a determinar la aplicabilidad o no de las prerrogativas convencionales reclamadas, teniendo en cuenta lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005.
Indica el artículo 48 de la Ley 100 de 1993, adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005, artículo 1°, en lo pertinente al caso, lo siguiente:

“Artículo 48. Adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005.

…

"Parágrafo 2º. A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes del Sistema General de Pensiones".

…

"Parágrafo transitorio 3º. Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado. En los pactos, convenciones o laudos que se suscriban entre la vigencia de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 2010, no podrán estipularse condiciones pensionales más favorables que las que se encuentren actualmente vigentes. En todo caso perderán vigencia el 31 de julio de 2010". …” (Subrayado y negrillas nuestro)
Por otra parte, fueron aportadas al infolio copias de varias convenciones colectivas de trabajo suscritas entre el Departamento de Risaralda y su sindicato de trabajadores, para lo que nos interesa, a folios 173 a 189 reposa la correspondiente al periodo comprendido entre enero 1° de 2004 y diciembre 22 de 2005, fecha final que se establece teniendo en cuenta que se firmó una nueva convención colectiva en dicha calenda, fl. 157.

De lo anterior se decanta con facilidad que la conclusión a la que llegó la a quo, respecto a que la vigencia de la Convención Colectiva de Trabajo que regía para la época de promulgación del Acto Legislativo 01, julio 22 de 2005, se extendía hasta el 31 diciembre de 2006, fl. 205, fue errada, situación que tiene un efecto importantísimo a la hora de definir la existencia o no del derecho pensional deprecado por el actor, como se vera.

En efecto, es muy claro lo dispuesto en el tantas veces mentado Acto Legislativo 01 de 2005, al indicar que a partir de su vigencia no se podían establecer en convenciones colectivas de trabajo condiciones diferentes a las indicadas en las normas del Sistema General de Pensiones, véase Ley 100 de 1993, normas reglamentarias y complementarias, tal como se indica en el citado parágrafo 2° del artículo 48 de dicha ley, además, el parágrafo transitorio 3° ibídem agrega que las reglas de carácter pensional que rigen a su vigencia, contenidas en convenciones colectivas de trabajo, mantendrían su efectividad por el término inicialmente pactado.
De lo discurrido se desprende, que al haber entrado en vigencia el Acto Legislativo en mención el 22 de julio de 2005, y simultáneamente haber estado vigente la convención colectiva de trabajo suscrita entre la Entidad accionada y su sindicato de trabajadores hasta el 22 de diciembre de 2005, las prerrogativas pensionales contenidas en dicho contrato colectivo solo tendrían aplicabilidad por el término pactado, observándose que el actor, aunque en dicha época acreditaba con suficiencia el tiempo de servicios de 20 años exigido por el artículo 26 convencional conforme a la certificación de folio 44, no ocurre lo mismo con la edad, pues era necesario acreditar 50 años, lo cual vino a ocurrir únicamente hasta el 1° de noviembre de 2006, fl. 24, cuando ya, como se afirmó, no tenía aplicabilidad alguna la norma que establecía la pensión de jubilación convencional que hoy se reclama.

Lo anterior es confirmado por la Corte Suprema de Justicia en providencia del 31 de enero de 2007, M.P. Luis Javier Osorio López, misma que citan tanto la a quo como la recurrente, con efectos distintos en ambos casos, pero que, al haberse hecho la claridad respecto a la vigencia real de la Convención Colectiva de Trabajo, respecto de los derechos pensionales allí establecidos,  adquiere la connotación que pretende la quejosa:
“Sin embargo, hay un régimen de naturaleza transitoria, según el cual las condiciones pensionales que regían a la fecha de vigencia del acto legislativo contenidas en convenios colectivos de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, mantienen su vigencia por el término inicialmente estipulado sin que en los convenios o laudos que se suscriban entre la vigencia del acto legislativo y el 31 de julio de 2010, puedan pactarse condiciones pensionales más favorables a las que se encontraren vigentes, perdiendo vigencia en cualquier caso, en la última fecha anotada.
En esta última hipótesis, cabe distinguir tres situaciones:

a) El “termino inicialmente estipulado” hace alusión al que las partes celebrantes de un convenio colectivo expresamente hayan pactado como el de la duración del mismo, de manera que si ese término estaba en curso al momento de entrada en vigencia del acto legislativo, ese convenio colectivo regiría hasta cuando finalizara el “término inicialmente pactado”. Ocurrido esto, el convenio pierde totalmente su vigencia en cuanto a materia pensional se refiere y no podrán las partes ni los árbitros disponer sobre dicha materia en un conflicto colectivo económico posterior. …” (Subrayado nuestro) 
Visto lo anterior, se impone la revocatoria de la sentencia de primer grado, absolviéndose al Departamento de Risaralda de las pretensiones incoadas en su contra por el señor Oscar de Jesús Díaz Cadavid, y condenando a éste al pago de las costas procesales de primera instancia.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia apelada, ABSOLVIENDO al Departamento de Risaralda de las pretensiones incoadas en su contra por el señor Oscar de Jesús Díaz Cadavid. Costas de primera instancia a cargo del demandante en un cien por ciento (100%). 

Sin costas en esta instancia.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por quienes intervinieron en la audiencia.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MRIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

